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DERECHO A UN AMBIENTE SANO ANTE EL 
SIDH 

- Base convencional:

 El Sistema Interamericano ha reconocido el derecho a un ambiente sano como un 
derecho autónomo y justiciable, protegido por el artículo 26 de la Convención
Americana e interpretado a la luz de la Carta de la OEA y del artículo 11 del
Protocolo de San Salvador

 Este reconocimiento ha sido el producto de un proceso de interpretación evolutivo
para reconocer la justuciabilidad directa de los DESC a partir de la decision de 
Lagos del campo Vs Perú. 



HISTORIA 

La consolidación interamericana del derecho a un ambiente se apoya 
en una trayectoria que, desde comienzos de los 2000, vinculó 
territorio, cultura y subsistencia con la tutela ambiental, así como un 
requisito para el ejercicio de otros derechos humanos. 

Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni vs. Nicaragua (2001) 

Pueblo Indígena Xukuru vs. Brasil (2018), la Corte IDH afirmó que la 
protección del territorio —y por ende del entorno— es condición de 
supervivencia y dignidad de los pueblos indígenas. 

Kawas Fernández vs. Honduras (2009) amplió el enfoque al reconocer 
expresamente la defensa del ambiente como ejercicio de derechos 
humanos y, con ello, la obligación estatal de proteger a personas 
defensoras ambientales. 



OC 23/ 2017. AMBIENTE Y DERECHOS 
HUMANOS 

1. Obligación de Prevención

La prevención debe ser la política principal respecto a la protección 
del ambiente, ya que a menudo no es posible restaurar la situación 
anterior a un daño ambiental

Los Estados tienen la obligación de prevenir daños ambientales 
significativos que puedan conllevar una violación de los derechos a 
la vida o a la integridad personal 



1. OBLIGACIÓN DE PREVENIR 

Deber de Regulación: El Estado debe regular las actividades que 
puedan causar un daño significativo al medio ambiente para disminuir 
cualquier amenaza a los derechos a la vida y a la integridad 
personal, incluidos procedimientos para realizar estudios de impacto 
ambiental (EIA), las responsabilidades de las autoridades y las 
medidas de cumplimiento.

Obligación de Supervisar y Fiscalizar: actividades bajo su 
jurisdicción que puedan producir un daño significativo al ambiente e 
incluir mecanismos adecuados e independientes de supervisión y 
rendición de cuentas.



1. OBLIGACIÓN DE PREVENIR 

Obligación de requerir y aprobar Estudios de Impacto Ambiental (EIA): Es 
obligatorio exigir la realización de un EIA cuando exista riesgo de daño significativo 
al medio ambiente. El EIA debe: 
 Llevarse a cabo antes de la realización de la actividad o del otorgamiento de los permisos necesarios.

 Ser realizado por una entidad independiente y técnicamente capaz, bajo la supervisión del Estado.

 Abarcar el impacto acumulado de proyectos existentes y propuestos.

 Incluir la participación de las personas interesadas.

 Respetar las tradiciones y la cultura de los pueblos indígenas en casos de proyectos que puedan afectar su 
territorio.

Deber de establecer un plan de contingencia: El Estado de origen debe tener un plan 
de contingencia para responder a emergencias o desastres ambientales, incluyendo 
medidas de seguridad y procedimientos para minimizar las consecuencias.

Deber de mitigar en casos de ocurrencia de daño ambiental: En caso de que ocurra 
un daño ambiental significativo, el Estado debe mitigarlo inmediatamente, incluso si el 
incidente ocurrió a pesar de las acciones preventivas, utilizando la mejor tecnología y 
ciencia disponibl



2. PRINICIPIO DE PRECAUCIÓN 

Este principio opera en situaciones donde no existe certeza científica
sobre el impacto de una actividad, pero sí hay indicadores plausibles 
de un riesgo.

El Estado debe actuar conforme al principio de precaución en casos 
donde existan indicadores plausibles de que una actividad podría 
acarrear daños graves o irreversibles al ambiente, aún en ausencia 
de certeza científica. Esto implica adoptar medidas eficaces para 
prevenir el posible daño.



3. OBLIGACIONES DE COOPERACIÓN 

Esta obligación es esencial para la protección contra daños 
transfronterizos significativos. Aunque es una obligación entre 
Estados, es crucial para que cada Estado pueda garantizar los 
derechos a la vida e integridad de las personas bajo su jurisdicción.

Los Estados deben cooperar de buena fe, lo cual incluye el deber 
deber de notificación y consultar y negociar con los Estados 
potencialmente afectados por daños transfronterizos significativos, de 
manera oportuna y de buena fe. 



4. OBLIGACIONES DE PROCEDIMIENTO 

Los Estados deben garantizar:

Acceso a la Información: Garantizar el derecho a acceder a la 
información relacionada con posibles afectaciones al medio ambiente. 
 Esta información debe ser recopilada y difundida por el Estado de forma activa 

(transparencia activa), de manera accesible, efectiva y oportuna, y sin necesidad de que 
el solicitante demuestre un interés específico.

 En casos de emergencias ambientales, la información relevante debe difundirse inmediata 
y sin demora.

Participación Pública: Garantizar el derecho a la participación pública
en la toma de decisiones y políticas que pueden afectar el medio 
ambiente, de manera equitativa, significativa y transparente, a partir de 
las primeras etapas del proceso. Esto se debe garantizar a toda persona 
bajo su jurisdicción.

Acceso a la Justicia: Garantizar que los individuos tengan acceso a 
recursos judiciales efectivos (de conformidad con el debido proceso 
legal) para impugnar normas, decisiones, actos u omisiones que 
contravengan las obligaciones de derecho ambiental y para obtener 
reparación. 



Liliana Andrea Avila 
LA COMUNIDAD DE LA OROYA VS PERÚ



La Oroya ante la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos



EL DERECHO A UN AMBIENTE SANO 



DERECHO A RESPIRAR AIRE LIMPIO/ 
DERECHO AL AGUA 



DERECHO AL AIRE LIMPIO 

la Corte reconoce que las 
personas gozan del derecho a 
respirar aire cuyos niveles de 
contaminación no constituyan 
un riesgo significativo al goce 
de sus derechos humanos, 
particularmente a los derechos 
al medio ambiente sano, la 
salud, la integridad personal y 
la vida.



JUICIO DE RESPONSABILIDAD 

1. se encuentra demostrado que determinada contaminación a es un 
riesgo significativo para la salud de las personas 

2. las personas estuvieron expuestas a dicha contaminación en 
condiciones que se encontraran en riesgo 

3. El Estado es responsable por el incumplimiento de su deber de 
prevenir dicha contaminación ambiental



DERECHO A LA VIDA DIGNA Y PROYECTO 
DE VIDA 

Las afectaciones 
producidas al estilo de 
vida de las víctimas que 
resultaron de la 
contaminación ambiental 
constituyen una violación 
del derecho a su vida 
digna y afectaron su 
proyecto de vida. 



IMPACTOS DESPROPORCIONADOS 

Las afectaciones 
derivadas de la 
contaminación 
ambiental recaen de 
forma 
desproporcionada 
sobre las personas, los 
grupos y las 
comunidades que ya 
soportan el peso de la 
pobreza, la 
discriminación y la 
marginación sistémica



REPARACIONES 
AMBIENTALES (LA 
OROYA VS. PERÚ)

• Remediación ambiental

• Reducción de emisiones

• Monitoreo continuo de 

aire, agua y suelo

• Atención médica gratuita 

y especializada

• Compensación económica

• Reubicación voluntaria

• Investigación y sanción 

de responsables





OC 32/2025: EMERGENCIA 
CLIMÁTICA Y DERECHOS 
HUMANOS 

La humanidad enfrenta una “emergencia 
climática”.

▪La urgencia de acciones eficaces,

▪ La gravedad de los impactos 

▪La complejidad de las respuestas requeridas, la 

Consecuencias jurídicas importantes: 

▪ El reconocimiento del derecho autónomo a un clima sano 

▪ La introducción del criterio de “debida diligencia reforzada

▪ otorgamiento de carácter de “jus cogens” o “norma 
imperativa” a la obligación relativa a no generar daños
irreversibles al clima y al ambiente 



JUSTICIA 
CLIMÁTICA EN LA 
OC

El cambio climático no ha sido causado 
de manera equitativa ni afecta a todas 
las personas por igual

▪ la emergencia climática es ocasionado 
por diversas actividades de origen 
antropogénico,  producidas de manera 
“altamente desigual” por parte de los 
Estados 

▪A pesar de su baja contribución 
histórica al cambio los impactos de éste 
en América Latina y el Caribe

▪ la contribución de los distintos sectores 
de la población al cambio climático  y a 
de los países no ha sido homogénea

▪ Existen asimetrías estructurales en el 
acceso a infraestructura, financiamiento 
climático y capacidades de adaptación



OBLIGACIONES DE LOS ESTADOS EN 
CONTEXTOS DE EMERGENCIA CLIMÁTICA 

Obligaciones generales de los Estados 

1. Obligación de Respetar 

2. Obligación de Garantizar y Debida Diligencia Reforzada 

3. Obligación de Desarrollo Progresivo 

4. Obligación de Cooperación

Obligaciones Específicas sobre Derechos Sustantivos

1. Derecho a un Clima Sano 

Medidas de mitigación y adaptación

Obligaciones Específicas sobre Derechos de procedimiento 



OBLIGACIONES GENERALES DE LOS 
ESTADOS 

1. Obligación de Respetar (Art. 1.1 CADH)

los Estados deben abstenerse de: 

▪todo comportamiento que genere un retroceso, ralentice o trunque el 
resultado de medidas necesarias para proteger los derechos humanos 
frente a los impactos del cambio climático (párr. 221); 

▪(ii) adoptar medidas regresivas en las poli ́ticas climáticas o 
ambientales que afecten los derechos humanos , cuando estas no sean 
debidamente justificadas (párr. 222), y 

▪(iii) adoptar medidas o incurrir en omisiones que obstaculicen, 
restrinjan o afecten, el acceso efectivo, en condiciones de igualdad, 
al goce de los derechos humanos por parte de las personas 
afectadas por la emergencia climática (párr. 223). 



2. OBLIGACIONES DE GARANTÍA Y 
DEBIDA DILIGENCIA REFORZADA 

▪ Exige que todos los poderes del Estado, tanto en su esfera de acción 
interna como internacional, se articulen para proteger los derechos 
humanos amenazados y afectados por este fenómeno

▪Aplicacio ́n de un estándar de debida diligencia reforzado 



DEBIDA DILIGENCIA REFORZADA 
La Corte estableció que la debida diligencia reforzada exige entre otros aspectos 
relevantes:

▪ La identificacio ́n y evaluacio ́n exhaustiva, detallada y profunda de los riesgos;

▪ La adopcio ́n de medidas preventivas proactivas y ambiciosas para evitar los peores 
escenarios clima ́ticos;  

▪ la utilizacio ́n de la mejor ciencia disponible en el diseño e implementacio ́n de acciones 
clima ́ticas;

▪ ) la integracio ́n de la perspectiva de derechos humanos en la formulacio ́n, 
implementacio ́n y monitoreo de todas las políticas y medidas relacionadas con el 
cambio clima ́tico

▪ monitoreo permanente y adecuado de los efectos e impactos de las medidas 
adoptadas

▪ el estricto cumplimiento de las obligaciones derivadas de los derechos de 
procedimiento, en particular del acceso a la informacio ́n, la participacio ́n, y el acceso a 
la justicia;

▪ la transparencia y la rendicio ́n de cuentas constante en cuanto a la accio ́n del Estado 
en materia clima ́tica;

▪ La regulacio ́n y supervisio ́n adecuada de la debida diligencia empresarial; y (

▪ la cooperacio ́n internacional reforzada, especialmente en cuanto a transferencia de 
tecnología, financiacio ́n y desarrollo de capacidades (párr. 236). 



DESARROLLO PROGRESIVO DE LOS 
DESCA.

La Corte recordó que de los DESCA se desprenden dos tipos de 
obligaciones: 

▪Adoptar medidas de carácter inmediato, supone la adopción de 
medidas para garantizar el acceso sin discriminación a las 
prestaciones reconocidas para cada derecho 

▪Adoptar medidas progresivas  que supone avanzar lo más expedita 
y eficazmente posible hacia su plena efectividad, y no tomar medidas 
regresivas.

▪ La Opinión extiende la obligación de tomar medidas de carácter 
inmediato a la adopción de un plan nacional de adaptación o de una 
estrategia de desarrollo sostenible 



2. DERECHO HUMANO AL CLIMA SANO 

▪El derecho a un ambiente sano es un derecho autónomo e 
indispensable para la protección de los demás derechos humanos 
sustantivos. De este derecho se deriva a su vez, aunque con carácter 
igualmente autónomo, el derecho a un clima sano. En contextos de 
emergencia climatica se derivan obligaciones relativas a a proteccio ́n de 
la naturaleza y sus componentes frente a los impactos del cambio 
climático, y (ii) el avance progresivo hacia el desarrollo sostenible (párrs. 
364-376). 

▪Por su parte, del derecho al clima sano se derivan obligaciones 
relacionadas con la mitigación de emisiones de GEI, relativas a 
▪ (i) regular -la cual supone (i.1) definir una meta de mitigacio ́n; (i.2) definir y mantener 

actualizada una estrategia de mitigacio ́n basada en derechos humanos, y (i.3) regular el 
comportamiento de las empresas-; 

▪ (ii) supervisar y fiscalizar en forma estricta las actividades, pu ́blicas y privadas, 
generadoras de emisiones de GEI, de acuerdo con lo previsto en la estrategia de 
mitigacio ́n, y 

▪ (iii)  requerir y aprobar estudios de impacto ambiental (párrs. 323-363). 



OBLIGACIONES DE MITIGACIÓN

Los Estados deben establecer metas de mitigación vinculantes lo más 
ambiciosas posibles -considerando el límite de 1.5 °C como punto de 
partida-, con base en la mejor ciencia disponible y los principios de 
responsabilidades comunes pero diferenciadas y equidad intra e 
intergeneracional y una estrategia basada en derechos humanos.

La meta debe determinarse según: (i) la contribucio ́n actual e histo ́rica
acumulada al cambio climático, (ii) la capacidad de contribucio ́n a las 
medidas de mitigacio ́n y, (iii) las circunstancias de cada Estado

Las medidas de mitigación no deben enfocarse solo en la reducción 
de emisiones provenientes de actividades humanas, si no en la 
protección de los sumideros de carbon



OBLIGACIONES SOBRE EIA

▪Los Estados deben requerir y aprobar Estudios de Impacto Ambiental 
(EIA) considerando el impacto climático que puedan tener los proyectos o 
actividades

▪El momento en que los EIA deben llevarse a cabo es antes de la realización
de la respectiva actividad o proyecto, lo cual incluye la renovación o 
actualización de los estudios ante nuevas fases

▪deben: ser realizados por entidades independientes y técnicamente
capaces, bajo la supervisión del Estado; abarcar el impacto acumulado; 
incluir la participación de las personas interesadas; respetar las 
tradiciones y cultura de los pueblos indi ́genas, y basarse en la mejor 
ciencia disponible

▪la naturaleza y magnitud del proyecto; su posible impacto en el sistema 
climático; un plan de contingencia, y medidas de mitigacio ́n ante la 
eventual afectación del sistema climático



OBLIGACIONES DE ADAPTACIÓN 

▪Los Estados tienen la obligación de adoptar medidas de adaptación 
a los impactos del cambio climático

▪ Esta obligación incluye deberes comunes a todos los derechos 
sustantivos afectados por la crisis climática, así como otros específicos 
derivados de aquellos.

▪Una de las obligaciones de adaptación comunes a todos los derechos 
sustantivos es definir y actualizar, conforme a la máxima ambicio ́n
posible, su meta y su plan de adaptacio ́n nacional



OBLIGACIONES DE ADAPTACIÓN Y 
DERECHOS SUSTANTIVOS 

▪vida, salud,  integridad personal frente a los riesgos derivados de feno ́menos como las olas de calor, 
las sequi ́as, las inundaciones y las enfermedades generadas o exacerbadas por el cambio 
clima ́tico. 

▪vida privada y familiar frente a riesgos derivados de la movilidad humana  producida por desastres 
clima ́ticos o por la degradación progresiva del ambiente; 

▪propiedad privada y vivienda ante algunos efectos del cambio clima ́tico como el aumento del nivel 
del mar y las condiciones meteorolo ́gicas extremas;

▪libertad de circulacio ́n y residencia frente a los desplazamientos forzados por razones clima ́ticas; 

▪agua y a la alimentacio ́n frente a las eventuales afectaciones a la seguridad hi ́drica y alimentaria; 

▪trabajo y seguridad social ante los riesgos derivados del desempleo generado por impactos 
clima ́ticos o por las poli ́ticas de transicio ́n; 

▪cultura ante los daños y la destrucción de la cultura y el patrimonio cultural provocados por el 
cambio clima ́tico; 

▪educacio ́n ante afectaciones generadas por el aumento en la frecuencia e intensidad de los 
feno ́menos meteorolo ́gicos extremos, y el impacto en la seguridad alimentaria, los medios de 
subsistencia, la contaminacio ́n atmosfe ́rica, el agua, la salud y la energi ́a



OBLIGACIONES DE PROCEDIMIENTO

La respuesta a la emergencia climática debe basarse en la 
democracia y garantizar los derechos de procedimiento.

A. Derecho a la Ciencia y Saberes Tradicionales

Base científica y saberes locales: Las medidas deben sustentarse en 
la mejor ciencia disponible y en los conocimientos tradicionales e 
indígenas.

Diálogo de saberes: Promover espacios de intercambio entre ciencia 
y saberes locales para asegurar sostenibilidad y eficacia.

Uso de la ciencia: Las decisiones deben estar motivadas por 
evidencia científica sólida.



B. Derecho de Acceso a la Información

Principio de máxima publicidad: La información debe ser completa, 
veraz, comprensible y accesible.

Producción de información: Crear sistemas de generación de datos 
relevantes (GEI, impactos ambientales, vulnerabilidad de grupos).

Divulgación y alertas: Informar oportunamente a la población sobre 
amenazas climáticas y establecer sistemas de alerta temprana.

Lucha contra la desinformación: Adoptar medidas para 
contrarrestar la desinformación y evitar difundir información no 
científica.



C. Derecho a la Participación Política

Participación significativa: Garantizar procesos abiertos e inclusivos 
en todas las fases de las políticas climáticas.

Prioridad a los más afectados: Asegurar la participación de 
comunidades y pueblos indígenas especialmente impactados.

Consulta previa: Cumplir con el derecho a la consulta libre, previa e 
informada frente a decisiones o proyectos que afecten territorios 
indígenas o tribales.



D. Acceso a la Justicia

Principio pro actione: Interpretar las normas procesales de forma 
flexible para no obstaculizar el acceso a la justicia.

Legitimación amplia: Permitir acciones colectivas, públicas o 
populares, y flexibilizar la legitimación individual de víctimas 
vulnerables.

Prueba y carga probatoria: Aplicar criterios flexibles y considerar la 
inversión de la carga probatoria por las asimetrías de los litigios 
climáticos.

Reparación integral: Incluir medidas de restauración ambiental y 
garantías de no repetición, no solo compensaciones económicas.



E. Protección de Personas Defensoras Ambientales

Deber especial de protección: Los Estados deben prevenir, investigar 
y sancionar ataques o amenazas contra defensores.

Contra la criminalización: Evitar el uso indebido del derecho penal o 
el acoso judicial para obstaculizar la defensa ambiental.



OBLIGACIONES DIFERENCIALES 
(GRUPOS VULNERABLES)

Los Estados deben atender las situaciones de especial vulnerabilidad 
con medidas diferenciadas.

Pobreza y desigualdad: Diseñar políticas para erradicar las causas 
estructurales de la vulnerabilidad climática y garantizar acceso a 
bienes y servicios básicos.

Niños, niñas y adolescentes: Asegurar su acceso a información 
climática y su participación efectiva en decisiones relacionadas con el 
cambio climático.

Pueblos indígenas, tribales, afrodescendientes y campesinos:

 Respetar sus derechos territoriales y modos de vida.

 Garantizar la consulta previa frente a decisiones que los afecten.

 Adaptar los mecanismos de justicia a sus conocimientos y prácticas ancestrales.


